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DE: JOSÉ MARÍA VILLALTA FLOREZ-ESTRADA 

NORMA IMPUGNADA: CONVENCIÓN COLECTIVA DE LA JUNTA DE ADMINISTRACIÓN PORTUARIA Y DE DESARROLLO ECONÓMICO DE LA VERTIENTE ATLÁNTICA (JAPDEVA), CAPÍTULO XVII, ARTÍCULOS 124, 125, 126, 127, 128, 129,  130 y 133. 

RESUMEN: Las normas impugnadas establecen un pago millonario carente de justificación objetiva y razonable que constituye un uso indebido de fondos públicos y afectan la prestación de los servicios públicos portuarios, así como los derechos de los usuarios que pagan las tarifas dichos servicios. Violación del principio de igualdad, de los principios constitucionales de razonabilidad y proporcionalidad, así como de los principios de reserva de ley e igualdad en materia tributaria.    

SEÑORES MAGISTRADOS Y SEÑORA MAGISTRADA:

El suscrito, JOSÉ MARÍA VILLALTA FLOREZ-ESTRADA, mayor, costarricense, en unión libre, cédula de identidad 1-977-645, abogado, vecino de Sabanilla de Montes de Oca, San José, en mi doble condición de ciudadano y diputado de la Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica por el periodo constitucional 2010-2014, con fundamento en lo dispuesto en el artículo de 10 de la Constitución Política y los numerales 73 y siguientes de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, me apersono con respeto ante su autoridad, para interponer la presente ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra los artículos 124, 125, 126, 127, 128, 129,  130 y 133 DEL CAPÍTULO XVII DE LA CONVENCIÓN COLECTIVA DE LA JUNTA DE ADMINISTRACIÓN PORTUARIA Y DE DESARROLLO ECONÓMICO DE LA VERTIENTE ATLÁNTICA, en adelante JAPDEVA, con fundamento en las consideraciones que se indican: 

I.- LEGITIMACIÓN ACTIVA

Por la naturaleza del presente asunto, fundamento mi legitimación en lo dispuesto en el artículo 75, párrafo segundo, de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, ya que no existe una lesión individual y directa, sino que se lesionan intereses difusos o intereses de la colectividad en su conjunto, cuya afectación, a su vez, se traduce en una lesión individual para cada uno de los habitantes de la República. 

Lo anterior debido a que se impugnan una serie de normas de la Convención Colectiva de JAPDEVA, que establecen el pago de una millonaria “indemnización complementaria” a trabajadores de esa institución -en caso de que sus servicios portuarios se otorguen en concesión- por un monto total de más de 137 millones de dólares (adicional al pago del auxilio de cesantía), que a todas luces resulta irrazonable, desproporcionada, abusiva, injustificada y discriminatoria, como se demostrará en los apartados siguientes de esta acción. 

Las normas de la citada convención colectiva que facultan este pago injustificado lesionan intereses que atañen a toda la colectividad, porque constituyen una desproporción y un abuso en la utilización y destino de fondos públicos, que invariablemente afectará la buena gestión en la prestación de los servicios públicos, así como un uso indebido del dinero que paga el pueblo costarricense por la prestación de los servicios públicos portuarios.

La afectación de estos intereses fundamentales de la colectividad se concreta en dos hechos fundamentales: 1) Aunque las normas impugnadas dicen que la mencionada “indemnización extraordinaria” la pagará el concesionario o gestor y esta “no provendrá del erario público”, seguidamente disponen (artículo 124, in fine) que JAPDEVA será responsable del cumplimiento de esta obligación. Es decir, siempre se están comprometiendo los fondos públicos pues la institución asume la responsabilidad ante los trabajadores por cualquier incumplimiento en este pago. 2) Aunque en un inicio los dineros para efectuar este millonario pago injustificado sean aportados por un concesionario privado, estos recursos pasarán a formar parte de sus costos de operación, y se incorporarán en las tarifas que cobrará dicho concesionario. Por lo tanto, a final de de cuentas se les trasladarán a los usuarios de los servicios portuarios, a la población en general, que terminará pagando este abuso vía tarifas más altas. 

Adicionalmente, las normas impugnadas contienen otras disposiciones que también comprometen directamente los fondos públicos: El artículo 130, párrafo segundo obliga a JAPDEVA a recontratar al menos un quince por ciento (15%) su planilla, sin importar si la institución realmente necesita ese personal después de haber dado en concesión los servicios portuarios. Los párrafos quinto y sexto del numeral 130 obligan a JAPDEVA a realizar los pagos extraordinarios establecidos en este capítulo “libres de cualquier tipo de impuesto” y a establecer la misma obligación para el eventual concesionario vía cartel de licitación. Evidentemente, esta obligación afecta la potestad tributaria del Estado y, por ende, los ingresos de la Hacienda Pública.     

En asuntos relacionados con la defensa del buen manejo de los bienes públicos y la adecuada prestación de los servicios públicos, la jurisprudencia de la Sala Constitucional ha sido consistente en reconocer la amplia legitimación procesal existente en nuestro país para la interposición de la acción de inconstitucionalidad contra disposiciones normativas que afecten este derecho. Este criterio ha sido reafirmado de manera reiterada por la Sala: 

“Esta Sala ha enumerado diversos derechos a los que les ha dado el calificativo de "difusos", tales como el medio ambiente, el patrimonio cultural, la defensa de la integridad territorial del país y del buen manejo del gasto público, entre otros. Al respecto deben ser efectuadas dos precisiones: por un lado, los referidos bienes trascienden la esfera tradicionalmente reconocida a los intereses difusos, ya que se refieren en principio a aspectos que afectan a la colectividad nacional y no a grupos particulares de ésta; un daño ambiental no afecta apenas a los vecinos de una región o a los consumidores de un producto, sino que lesiona o pone en grave riesgo el patrimonio natural de todo el país e incluso de la Humanidad; del mismo modo, la defensa del buen manejo que se haga de los fondos públicos autorizados en el Presupuesto de la República es un interés de todos los habitantes de Costa Rica, no tan solo de un grupo cualquiera de ellos. Por otra parte, la enumeración que ha hecho la Sala Constitucional no pasa de una simple descripción propia de su obligación –como órgano jurisdiccional- de limitarse a conocer de los casos que le son sometidos, sin que pueda de ninguna manera llegar a entenderse que solo pueden ser considerados derechos difusos aquellos que la Sala expresamente haya reconocido como tales; lo anterior implicaría dar un vuelco indeseable en los alcances del Estado de Derecho, y de su correlativo "Estado de derechos", que –como en el caso del modelo costarricense- parte de la premisa de que lo que debe ser expreso son los límites a las libertades, ya que éstas subyacen a la misma condición humana y no requieren por ende de reconocimiento oficial. Finalmente, cuando el párrafo 2° del artículo 75 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional habla de intereses "que atañen a la colectividad en su conjunto", se refiere a los bienes jurídicos explicados en las líneas anteriores, es decir, aquellos cuya titularidad reposa en los mismos detentadores de la soberanía, en cada uno de los habitantes de la República. No se trata por ende de que cualquier persona pueda acudir a la Sala Constitucional en tutela de cualesquiera intereses (acción popular), sino que todo individuo puede actuar en defensa de aquellos bienes que afectan a toda la colectividad nacional, sin que tampoco en este campo sea válido ensayar cualquier intento de enumeración taxativa.” (Sala Constitucional  2006-17441)

En el mismo sentido ha dicho la Sala que: “la actividad financiera del Estado supone el cumplimiento de criterios de economía y eficiencia al utilizarse los fondos públicos, es decir de racionalización que impide legal y moralmente el derroche y da el derecho a la colectividad de exigir la eficacia y eficiencia del uso de los dineros que destina al financiamiento del Estado. Estos deberes se imponen a la Administración en general, lo cual incluye sin duda a la empresa pública, y talvez con mayor rigor aún, después de todo son fondos públicos utilizados a favor de empleados sujetos a un régimen privado. Esta Sala ha reconocido que la legitimación para la defensa del buen manejo de fondos públicos es un interés difuso, de tal forma que los accionantes, pueden cuestionar en esta vía la constitucionalidad de las normas que autorizan esos gastos directamente en su condición de ciudadanos, sin necesidad de ninguna otra legitimación especial o acreditación de la vía incidental.” (Voto N° 2006-7261)

En razón de las consideraciones expuestas la jurisprudencia de nuestro Tribunal Constitucional ha reconocido de forma reiteradísima la legitimación para accionar sin un asunto previo, en una innumerable cantidad de casos similares al que nos ocupa, en los que se han impugnado convenciones colectivas u otras normas que podrían comprometer la sana administración de los fondos públicos o la adecuada prestación de los servicios públicos. En palabras de la Sala: 

“A partir de lo dicho en el párrafo anterior, es claro que los actores ostentan legitimación suficiente para demandar la inconstitucionalidad de las normas impugnadas, sin que para ello resulte necesario que cuenten con un asunto previo que les sirva de base a esta acción. Lo anterior no porque se trate de diputados de la Asamblea Legislativa, sino porque acuden en defensa de un interés que atañe a la colectividad nacional en su conjunto, como lo es el buen manejo de los fondos públicos, que a su juicio están siendo mal empleados por parte de un órgano público como es JAPDEVA. Precisamente por estar en juego el manejo que se haga de fondos públicos, y la incidencia del tal manejo en la prestación de servicios públicos de capital importancia, es que esta Sala entiende que estamos ante una acción que pretende la tutela de intereses que atañen a la colectividad nacional en su conjunto, por lo que los actores se encuentran perfectamente legitimados para accionar en forma directa, a la luz de lo que dispone el párrafo 2° del artículo 75 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional.” (Voto N° 2006-6729. Énfasis agregado. En idéntico sentido N° 2006-14423 y N° 2006-17437)

II.- NORMA IMPUGNADA

La Convención Colectiva de JAPDEVA, período 2010-2011, fue firmada por la presidencia ejecutiva de JAPDEVA y la junta directiva del sindicato de trabajadores de esa institución autónoma el 27 de abril de 2010, modificando la convención anterior. Fue homologada por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social el 1 de junio de 2010. Dentro de los cambios introducidos se agregó un nuevo Capítulo XVII, denominado “Desarraigo de la convención colectiva”, que dispone lo siguiente:

“CAPITULO XVII

DESARRAIGO DE LA CONVENCION COLECTIVA

Artículo 124: Indemnización complementaria por desaplicación  de la Convención Colectiva  

JAPDEVA efectuará el pago de las prestaciones legales y reconocerá una indemnización complementaria a todos los trabajadores de la institución, fijos, interinos o suplentes, por el desarraigo de la convención colectiva, de hecho o de derecho. Se exceptúa del pago de la indemnización complementaria a quien en el momento del respetivo pago ocupen los puestos de Presidente Ejecutivo o Gerentes de la Institución.   

Lo anterior, únicamente en la medida en que existan concesionarios o gestores que hayan celebrado contratos debidamente firmados y refrendados por la Contraloría General de la República para operar las instalaciones actuales del complejo portuario de Limón y Moín.

Dicha indemnización no proviene del erario público sino que será cancelada por el concesionario o gestor depositando los recursos en un fideicomiso en un banco del sistema bancario nacional y este a su vez lo depositará en la cuenta individual de cada trabajador. No obstante, JAPDEVA será responsable ante los trabajadores y ante el sindicato del cumplimiento de las cláusulas del presente capítulo convencional, sin perjuicio de las competencias y atribuciones de la Contraloría General de la República y de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos. 

Artículo 125:   Plan de Indemnización:

Según su respectiva antigüedad, cada trabajador fijo o interino recibirá, como base, por concepto de indemnización complementaria,  la suma de cuatro millones de colones exactos (¢4.000.000,00) por año completo laborado en JAPDEVA, hasta un máximo de veinte (20) años, sin contar fracciones de tiempo. Los trabajadores suplentes recibirán un millón de colones (¢1.000.000,00) por cada año laborado en JAPDEVA, hasta un máximo de tres años.

Para los efectos de este artículo, trabajador interino es aquel que se encuentre nombrado en una plaza vacante o no, de manera continua e ininterrumpida por un plazo indefinido.

Se entenderá por trabajador suplente, para los efectos de este capítulo convencional,  aquel trabajador  registrado en la Bolsa de Empleo de JAPDEVA, que hubiese realizado suplencias durante el último quinquenio y haya realizado al menos una suplencia durante cada uno de los últimos tres años  del quinquenio.  La indemnización complementaria de estos trabajadores se calculará de la siguiente manera: a los trabajadores  con un número de días de suplencia inferior a 360 días en los últimos cinco años, se le reconocerá una anualidad, sea un millón de colones; los trabajadores con más de 361 días pero menos de 720 días de suplencia en los últimos cinco años, dos anualidades, sea dos millones de colones,  y los trabajadores que hayan laborado más de 721 días de suplencias en los últimos cinco años, se reconocerá 3 anualidades, sea tres millones de colones. 

En caso de que el concesionario o gestor en el cartel o carteles respectivos oferten un monto mayor según el plan de estímulo de la administración, el monto por concepto de indemnización complementaria establecido en el presente plan se incrementará según las siguientes reglas: 

Lo que el concesionario o gestor otorgue por encima del monto base ofertada, se distribuirá a los empleados fijos e interinos, en forma proporcional, a lo obtenido por cada trabajador en la primera distribución. 

Si el primer concurso licitatorio se declara desierto o infructuoso y se debe iniciar un nuevo proceso, JAPDEVA indexará la inflación al monto base de la anualidad (¢4.000.000.00), establecida en este capítulo para los trabajadores fijos e interinos, incluidos en el listado del primer cartel, siempre y cuando, tal indexación, no afecte la rentabilidad del objeto del negocio licitado originalmente, según el modelo financiero de la Administración.

En tal caso, la indexación significará llevar a valor futuro el monto de cuatro millones de colones, al día de la declaratoria de desierto o infructuoso del procedimiento anterior.

Artículo 126: Fecha y Cálculo de la indemnización:

La indemnización se calculará por año completo laborado en JAPDEVA, a la fecha de LA PUBLICACIÓN EN EL DIARIO OFICIAL LA GACETA, del inicio del proceso licitatorio, listado que formará parte integral del primer cartel como anexo. En ese momento se establecerá el número de anualidades que tengan derecho a ser indemnizados para cada trabajador, con el monto propuesto, lo cual se respetara a lo largo de todo el proceso,  independientemente al cese de funciones de cualquiera de los trabajadores enlistados, por reestructuración, por pensión o jubilación.  En caso de fallecimiento de algún trabajador incluido en la lista de personal a que se  refiere este artículo, sus herederos legítimos recibirán el pago correspondiente de acuerdo con el artículo 85 del Código de Trabajo.

Artículo 127:   Recontratación de personal:

La indemnización complementaria es independiente de las prestaciones legales canceladas a los trabajadores, por lo que en el evento de que las autoridades de JAPDEVA, u otras instituciones del sector público,  decidan recontratar personal,  tales trabajadores quedarán obligados, únicamente, a devolver total o parcialmente, según corresponda, el monto por pago de cesantía, de conformidad con lo dispuesto en el inciso b) del artículo 586 del Código de Trabajo  y no deberán devolver suma alguna por concepto de indemnización complementaria. 

Igual regla se aplicará si trabajadores de JAPDEVA deciden trasladarse voluntariamente a otras instituciones del sector público después de publicado el cartel o carteles y antes de que exista un  concesionario o gestor  siempre y cuando exista consentimiento de la administración. En tales casos, mantendrá el derecho a recibir la indemnización, en virtud de que éste funcionario ya fue incluido en el listado que formará parte integral del cartel. Japdeva seguirá cancelando el salario a los trabajadores movilizados al sector público durante el año presupuestario correspondiente al traslado y hasta que la entidad pública receptora incorpore en el primer presupuesto ordinario o extraordinario, la plaza o plazas, respectivas. 

 Artículo 128:   Plan Voluntario de prejubilación y pensión anticipada: 

Los trabajadores de JAPDEVA se podrán acoger a un Plan Voluntario u optativo de retiro anticipado, cumpliendo para ello los requisitos de tener una edad mínima de 50 años, 25 años de trabajo mínimo, y de ellos al menos 15 años de laborar para JAPDEVA, al momento de que el concesionario o gestor  deposite el monto total de la indemnización solicitada en el cartel o carteles respectivos en el fideicomiso.

Queda claro que la financiación de este plan proviene del monto que el concesionario depositará en el fideicomiso a nombre del trabajador según el cálculo contenido en listado de beneficiarios incorporado en el cartel como anexo. 

El trabajador interesado en este plan, deberá autorizar expresamente al fideicomiso la utilización de tales recursos para este fin hasta que alcance las condiciones para poder obtener la pensión que otorga la CCSS.

Los trabajadores con 57 años o más de edad, podrán optar por lo normado en el artículo 26 de la ley de Protección al Trabajador No. 7983, así como por lo dispuesto en el Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte. Al igual que el plan señalado en el primer párrafo de este artículo, éste se financia con los dineros provenientes de la indemnización de cada trabajador que así lo desee y si fuera necesario, de los aportes adicionales que deberá brindar cada trabajador para adquirir el derecho. 

Artículo  129:   Creación de Fideicomiso 

Para los  efectos del artículo anterior, el concesionario o gestor constituirá un fideicomiso con un banco del sistema bancario nacional, que tendrá una vigencia igual a todo el período necesario al que los trabajadores requieran para completar los requisitos que les permita incorporarse al régimen de la CCSS. 

Artículo 130: Compromisos de JAPDEVA a partir de la gestión de los servicios públicos portuarios que se brindan actualmente en el complejo portuario de Limón y Moín (excepto la estiba y desestiba)

En caso de existir un concesionario o gestor de la operación de los servicios públicos portuarios que brinda JAPDEVA actualmente en el complejo portuario de Limón y Moín, excepto los servicios de estiba y desestiba, la institución se compromete a recontratar al menos un 15% de la planilla vigente, siempre y cuando los trabajadores así lo deseen .

Igualmente establecerá en el cartel o carteles respectivos, que el concesionario o gestor rencontratará al menos al 25% del personal de JAPDEVA al momento del refrendo del contrato respectivo.

JAPDEVA proporcionará un listado de ex - trabajadores con su respectivo perfil para ser recontratados por el concesionario o gestor según el porcentaje pactado en este artículo

El porcentaje para el desarrollo de la vertiente del Caribe se establecerá en el cartel o carteles en al menos un 15%  de los ingresos brutos que llegue a facturar el concesionario o gestor.

JAPDEVA se obliga a establecer en el cartel o carteles que el pago del concesionario de los montos correspondientes a la indemnización, se harán en un solo tracto libre de cualquier tipo de impuesto, inmediatamente después de que se otorgue la orden de inicio de la concesión o gestión.           

Asimismo JAPDEVA se comprometerá a realizar el pago de los extremos laborales, en un solo tracto libre de cualquier tipo de impuesto, simultáneamente al pago de la indemnización.  

(…)

Artículo 133: Todo los acuerdos que contemplan este capítulo forman parte integral de los compromisos asumidos por el Gobierno de la Republica y JAPDEVA como parte del proceso de Modernización Portuaria y el Cambio de Modelo de Gestión, y que deberá ser cumplido en forma integral.”

Mediante la presente acción se impugnan los artículos 124, 125, 126, 127, 128, 129, 130 y 133, así como las normas concordantes por conexidad, del Capítulo XVII adicionado a la Convención Colectiva de JAPDEVA, por las razones que se detallan a continuación.           

III.- VIOLACIÓN DE NORMAS Y PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES

Las normas impugnadas violentan las siguientes normas y principios constitucionales: 

I.- USO INDEBIDO DE FONDOS PÚBLICOS Y AFECTACIÓN A LA PRESTACIÓN DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS PORTUARIOS FINANCIADOS CON TARIFAS PAGADAS POR EL PUEBLO COSTARRICENSE. Las normas impugnadas establecen un millonario pago injustificado a los trabajadores de JAPDEVA, en caso de los servicios portuarios sean dados en concesión a un gestor o concesionario privado. Este pago sería adicional a la cancelación de las prestaciones legales por auxilio de cesantía en caso de terminación injustificada de la relación laboral con responsabilidad patronal. Se trata de un pago millonario. Se pagarían cuatro millones de colones por año laborado a cada trabajador permanente de JAPDEVA hasta por un máximo de veinte años, además de un millón de colones por año hasta por tres años a los trabajadores suplentes. 

Considerando que JAPDEVA tiene actualmente cerca de mil quinientos trabajadores, se ha estimado que el monto total a pagar ascendería a ochenta mil millones de colones (¢ 80,000,000,000.00), más de ciento treinta y siete millones de dólares ($ 137,000,000.00). Esto último sin contar que según los artículos 127 y 130 de la norma impugnada tanto JAPDEVA como el eventual concesionario deberán recontratar a un quince (15%) y un veinticinco por ciento (25%) respectivamente del personal cesado, con las erogaciones adicionales que esto implica y eximiendo expresamente al personal recontratado de devolver el monto de la mal llamada “indemnización” (artículo 127).

Para que la honorable Sala Constitucional se haga una idea de las dimensiones de este abuso hay que decir que según los propios estudios de las autoridades de JAPDEVA, la modernización con recursos propios de los puertos de Limón y Moín costaría al Estado alrededor de ochenta millones de dólares ($ 80,000,000.00) mucho menos que lo que se derrocharía con el pago indebido previsto en las normas impugnadas.  

Aunque este pago indebido y abusivo se ha pretendido justificar como una “indemnización” que “no afectará” el erario público ni los bolsillos del pueblo costarricense, de seguido demostraremos que se trata de un pago sin justa causa, que sí afectará las finanzas públicas y los derechos de las personas usuarias de los servicios públicos portuarios que hoy en día presta JAPDEVA.

1.- Las normas impugnadas hacen responsable al Estado costarricense, a través de JAPDEVA, por el pago de la millonaria “indemnización complementaria”. El párrafo final del artículo 124 de la convención colectiva de JAPDEVA dice que este pago indebido “no proviene del erario público” y que será asumido por el eventual concesionario o gestor de los muelles de Limón y Moín con sus propios recursos. 

Sin embargo, acto seguido establece: “no obstante, JAPDEVA será responsable ante los trabajadores y ante el sindicato del cumplimiento de las cláusulas del presente capítulo convencional”. Esto implica que JAPDEVA, y por ende el Estado costarricense, sería responsable del cumplimiento de la cláusula establecida en el artículo 125, sobre el pago de la millonaria indemnización de cuatro millones de colones por año laborado, así como de las obligaciones complementarias contenidas en las cláusulas siguientes.

En este sentido, las normas impugnadas sí estarían comprometiendo los fondos públicos que conforman el patrimonio de JAPDEVA. De acuerdo lo dispuesto en el artículo 124, cualquier trabajador que considere que se está incumpliendo la obligación establecida en el artículo 125 podría su responsabilidad a JAPDEVA, reclamándole su cumplimiento. Así las cosas, esta norma como mínimo implica que ante cualquier incumplimiento del concesionario en el pago completo de la pretendida “indemnización complementaria” o cualesquiera de las obligaciones establecidas en el capítulo XVII, las personas afectadas podrán dirigirse contra JAPDEVA reclamando su cumplimiento, pues dicha institución se hace responsable de las citadas obligaciones. La consecuencia evidente de esta responsabilidad asumida por JAPDEVA, es que sí se produce una afectación directa de los fondos públicos que administra JAPDEVA, pues estos resultarán comprometidos ante cualquier reclamo que exija dicha responsabilidad por el pago abusivo contenido en la normativa impugnada.

2.- El pago abusivo se les cargará a los usuarios de los servicios públicos portuarios. Aun cuando, en un inicio, el eventual concesionario privado de los puertos de Limón y Moín pague con sus propios recursos el monto de la “indemnización complementaria” establecida en las normas impugnadas, ese pago finalmente será trasladado, vía tarifas de los servicios públicos portuarios, a los usuarios finales de dichos servicios públicos, es decir al pueblo costarricense en general.

De acuerdo, con lo dispuesto en las normas cuestionadas (artículos 126, 128 y 130) el pago de la pretendida “indemnización complementaria” deberá incluirse en el respectivo cartel de licitación para la concesión de los servicios portuarios de JAPDEVA, como una obligación que también deberá asumir el eventual concesionario. Es decir, no se trata de un “regalo” o un “acto de liberalidad” de ese eventual concesionario. No es que el concesionario va a regalarles a los trabajadores de JAPDEVA $137 millones de colones como un acto de generosidad por el prójimo. El concesionario asumiría este pago como una obligación impuesta en el cartel de licitación. Una erogación adicional que incrementará sus gastos dentro del contrato de concesión, pero que en el marco del equilibrio de dicho contrato deberá ser recuperada mediante la explotación de los servicios portuarios. 

En este sentido, debe recordarse que los servicios portuarios que presta JAPDEVA en los muelles de Limón y Moín son servicios públicos regulados por la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 5 de la Ley N° 7593 de 9 de agosto de 1996 y sus reformas. Además, de acuerdo con esta ley, las tarifas de los servicios públicos se fijarán, considerando entre otros aspectos los costos de operación de la entidad prestadora del servicio.

Así las cosas, es claro que las erogaciones en que incurra el eventual concesionario de los puertos de Limón y Moín para cancelar la millonaria “indemnización complementaria” y las demás obligaciones conexas establecidas en las normas impugnadas, pasarán a formar parte de sus gastos de operación para la prestación de dichos servicios portuarios. Por lo tanto, serán considerados al momento de fijar el monto de las tarifas que cobrará el concesionario o gestor a los usuarios de los servicios portuarios de Limón y Moín y terminarán incorporándose a estas tarifas.

De esta forma, el costo del pago injustificado creado por las normas impugnadas  en última instancia será transferido a los usuarios de estos servicios portuarios, mediante el pago de tarifas incrementadas por efecto de esta erogación adicional. Las personas usuarias de los servicios portuarios inevitablemente resultarán afectadas por el pago abusivo y sin justa causa que se cuestiona en la presente acción, dadas sus ineludibles repercusiones sobre las tarifas de dichos servicios.

3.- Un pago injustificado. El auxilio de cesantía ya incluye el “desarraigo de la convención colectiva”. El capítulo XVII, de la convención colectiva de JAPDEVA, establece una “indemnización complementaria” para todos los trabajadores de la institución, que supuestamente se justificaría en el cese del disfrute de los beneficios de la convención colectiva, en caso los servicios portuarios de JAPDEVA sean otorgados en concesión. Este pago se realizaría de forma independiente y adicional a la cancelación de las prestaciones correspondientes al auxilio de cesantía por terminación de la relación laboral por causas atribuibles al empleador (artículo 127)  

En este sentido, aunque el pago cuestionado es presentado como una “indemnización” laboral por años trabajados, hay que anotar que los trabajadores de JAPDEVA ya son indemnizados en caso de terminación de la relación laboral por el mecanismo normal de auxilio de cesantía. De hecho, según el artículo 61 de la convención colectiva que les rige, tienen derecho a recibir una indemnización de un mes de salario por cada año laborado hasta un tope de 20 años, es decir, una protección mucho mayor a la que reciben la gran que la mayoría de los trabajadores del país. Dice el citado artículo 61, que no es objeto de impugnación en la presente acción:

“Artículo 61. Cesantía.

 JAPDEVA  reconocerá, por concepto de auxilio de cesantía, a los trabajadores  que laboren en la Institución o que provengan del Sector Público, a partir de la firma de esta Convención Colectiva, un mes adicional por cada año laborado hasta completar veinte (20) años,  con motivo de cese de sus funciones, ya sea por despido con responsabilidad patronal, renuncia, pensión o fallecimiento.  Para el cálculo de este derecho  se seguirán los procedimientos  y término regulados en el artículo 29 del Código de Trabajo.

El tiempo servido en el  Sector Público se reconocerá en los casos en donde no haya mediado solución de continuidad,  ni pago de prestaciones.” (Énfasis agregado) 

La “indemnización” es un término que se refiere a la transacción que se realiza entre un acreedor o víctima de un daño y un deudor o causante de ese daño. En palabras simples es una “compensación” que quién ha sufrido un daño tiene derecho a recibir en resarcimiento de ese daño o afectación ocasionado por otra persona o entidad. La transacción mencionada corresponde a la petición realizada por parte de la víctima o acreedor de una determinada suma de dinero, la que deberá ser equivalente al daño producido o a las ganancias y beneficios que hubiese adquirido de no haberse producido cierto daño por parte del victimario o deudor (perjuicios). Es por esto que, generalmente, se habla de indemnización de daños y perjuicios.

En el caso de los daños y perjuicios sufridos por los trabajadores que sufren la terminación de la relación laboral sin justa causa la indemnización establecida en nuestro ordenamiento jurídico es el auxilio de cesantía (artículo 63 de la Constitución Política) Esta indemnización se paga por un tope de hasta ocho años de acuerdo con el artículo 29 del Código de Trabajo, aunque ese tope puede ampliarse a través de la negociación colectiva entre patronos y trabajadores, siendo el tope máximo avalado por la Sala Constitucional como una “indemnización razonable” en instituciones y empresas públicas el reconocimiento de hasta veinte años (Votos N° 2006-6727, 2006-17437, entre otros) Actualmente es el monto de indemnización por auxilio de cesantía que la convención colectiva de JAPDEVA reconoce a sus trabajadores en caso terminación de la relación laboral por reestructuración mediante concesión de los servicios o cualquier otro motivo que no implique justa causa de despido.

Así las cosas, el millonario pago adicional a la cesantía, creado por las normas impugnadas NO constituye una “indemnización” justificada en la terminación de la relación laboral. Los daños y perjuicios ocasionados por esta terminación ya se encuentran contemplados dentro de la indemnización cubierta por el auxilio de cesantía, la cual, en el caso de los trabajadores de JAPDEVA, es muy superior a la media costarricense. 

En un intento por disimular lo evidente (ausencia de causa o justificación legítima para el pago millonario) las normas impugnadas establecen que el motivo de la pretendida “indemnización complementaria” es el “desarraigo de la convención colectiva”. Pero tal intento no resiste el mínimo análisis. Toda terminación de una relación laboral implica la terminación de los derechos laborales derivados de esa relación. De ahí que se justifique el pago del auxilio de cesantía. 

Por lo tanto, el “desarraigo” o la terminación de los beneficios de una convención colectiva es una consecuencia lógica y directa de la terminación de la relación laboral. Si esta termina, no hay causa que justifique seguir recibiendo los derechos derivados de la condición de trabajador, ya sean derechos establecidos en la ley o en instrumentos de negociación colectiva. De tal manera que la indemnización por auxilio de cesantía hasta por veinte años implica el reconocimiento de que el trabajador dejará de recibir un salario y los demás derechos y beneficios laborales derivados de la relación laboral. La pérdida de estos derechos, de los derechos laborales establecidos en la ley y en la convención colectiva, es la razón única y lógica por la cual se paga una indemnización por auxilio de cesantía, pues si se siguieran disfrutando esos derechos laborales después de finalizada la relación laboral no existiría daño y perjuicio alguno y, por ende, tampoco habría justificación para pagar dicha indemnización. 

Precisamente porque se pierden los derechos laborales de la convención colectiva y los demás derechos originados en la relación laboral es que se paga auxilio de cesantía.  

Lo anterior, nos permite concluir que la pretendida “indemnización complementaria” por “desarraigo de la convención colectiva” que se impugna mediante esta acción carece de una justificación válida y legítima. Es una regalía injustificada que afecta fondos públicos y los derechos de los usuarios de los servicios públicos. 

Si aceptamos que la justificación de este pago abusivo es que los trabajadores de JAPDEVA dejarán de percibir los derechos laborales originados en la relación laboral, la consecuencia lógica es que nos encontramos ante un doble pago por la misma causa. Pues esta es exactamente la razón que justifica el pago del auxilio de cesantía. Se trataría de un pago adicional al tope máximo de veinte años de auxilio de cesantía que, aunque con nombre distinto, se basaría en una repetición de las mismas causas que motivan el pago de la cesantía. 

En este caso, se estaría intentando burlar la jurisprudencia constitucional sobre el tope máximo de indemnización por terminación de la relación laboral en el sector público, contraviniendo lo dicho por la Sala Constitucional: “Aun cuando la norma es imperativa al indicar que el auxilio de cesantía no puede indemnizarse más allá de los últimos ocho años, esta Sala ha aceptado la existencia de topes mayores fijados a través de convenciones colectivas, partiendo del hecho de que el Código de Trabajo establece reglas mínimas que pueden ser superadas siempre y cuando se haga dentro de parámetros de razonabilidad y proporcionalidad. Es por esta razón, que la Sala ha avalado la existencia de topes de cesantía mayores de los ocho años pero inferiores a los veinte años (…) por estimar que no existe inconstitucionalidad alguna en los casos en que sí existe un límite o “techo” razonable. (…) Así las cosas, este Tribunal estima inconstitucional lo dispuesto en epígrafe iv del inciso a), el epígrafe v del inciso b) y la totalidad del inciso c) en cuanto exceden el parámetro de veinte años que esta Sala ha estimado razonable como tope por concepto de cesantía y por permitirse el pago aún en los casos de despido con causa justa.” (Voto N° 2006-17437. Énfasis agregado)     

Por el contrario, si aceptamos que la pretendida “indemnización complementaria” no se justifica en las mismas razones de originan el auxilio de cesantía, o sea, que no se justifica en la terminación de la relación laboral -y sus consecuencias lógicas como la pérdida de los derechos originados en esta- habría que concluir que estamos ante un pago millonario que carece por completo de justa causa. Un pago totalmente INJUSTIFICADO que afecta las finanzas públicas y los servicios públicos. Si la justificación de este pago no es una mera repetición –con nombre distinto- de la justificación del auxilio de cesantía con el tope máximo avalado por la Sala Constitucional, habría que concluir que tiene otra justificación distinta. Pero esa otra justificación brilla por su ausencia en las normas impugnadas. Sencillamente NO EXISTE.     

II.- VIOLACIÓN DEL PRINCIPIO DE IGUALDAD (ARTÍCULO 33 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA). El artículo 33 de la Constitución Política dispone que: “Toda persona es igual ante la ley y no podrá practicarse discriminación alguna contraria a la dignidad humana.” En reiterados pronunciamientos la jurisprudencia constitucional ha reconocido este principio como de alto rango constitucional, en ese sentido véase:

“El principio de la igualdad tal y como ha sido entendido por el Derecho Constitucional, hace que todos los hombres deban ser tratados igualmente por el Estado en cuanto a lo que es esencialmente igual a todos ellos, esto es, en los llamados derechos fundamentales que están contemplados en nuestra Constitución, que son el corolario de la dignidad humana. En cambio deben ser tratados desigualmente en todo aquello que se vea substancialmente afectado por las diferencias que naturalmente median entre los ciudadanos.”(Resolución Nº 4829-98 de la Sala Constitucional de la CSJ)

Así, la Sala Constitucional en el desarrollo del principio de igualdad, ha establecido que procede la llamada discriminación positiva, que permitiría un trato diferente a un determinado grupo de personas, cuando la misma está fundamentada en consideraciones razonables y con el objeto de alcanzar una mayor justicia social. En ese sentido:

“La jurisprudencia constitucional a través de varios pronunciamientos ha logrado decantar el contenido del principio de igualdad establecido en el artículo 33 de la Constitución, señalando que por medio de él, se prohíbe hacer diferencias entre dos o más personas que se encuentren en una misma situación jurídica o en condiciones idénticas, sin que pueda pretenderse un trato igual cuando las condiciones o circunstancias son desiguales, se acuerda en principio un trato igual a situaciones iguales y se posibilita un trato diferente a situaciones y categorías personales diferentes. Esta fórmula tan sencilla fue reconocida desde hace muchos años por la Corte Constitucional, a la fecha la Corte Suprema de Justicia, que tenía a su cargo el conocimiento de los recursos de inconstitucionalidad antes de la creación de esta Sala especializada. Pero la exigencia de igualdad no legítima cualquier desigualdad para autorizar un trato diferenciado, para determinar si realmente se justifica una discriminación, hay que analizar si el motivo que la produce es razonable, es decir, si atendiendo a las circunstancias particulares del caso se justifica un tratamiento diverso…” (Resolución Nº 0541-96 Sala Constitucional de la CSJ)

Las normas impugnadas violentan el principio de igualdad, pues, a costa de los fondos públicos y los derechos de los usuarios de los servicios públicos portuarios, pretenden otorgar un pago millonario a un grupo de trabajadores, que, a todas luces, carece de una justificación válida y razonable y, más bien, constituye un trato discriminatorio. Esa discriminación se produce tanto entre los mismos trabajadores de JAPDEVA, como respecto al resto de trabajadores del país.

En esta materia existe una reiteradísima línea jurisprudencial de la Sala Constitucional, que de forma recurrente ha declarado inconstitucionales normas de convenciones colectivas que establecen beneficios de similar naturaleza a los impugnados en esta acción, por considerarlos actos discriminatorios. 

1.- El pago abusivo contenido en las normas impugnadas establece un trato discriminatorio entre los mismos trabajadores de JAPDEVA. Como puede verse de lo dispuesto en los artículos 124 y 125 del convención colectiva de JAPDEVA, se pretende “indemnizar” a un grupo de trabajadores, fijos o interinos, otorgándoles un beneficio económico consistente en la suma de cuatro millones de colones por año laborado, hasta un máximo de 20 años,  con lo cual se violenta el principio de igualdad no solo respecto al resto de los funcionarios públicos, sino también con respecto a los mismos trabajadores de JAPDEVA, por cuanto todos recibirán el mismo monto de indemnización independientemente del salario que percibieran en la institución, de las responsabilidades que implicara el puesto, del grado profesional o no que ostentaran, etc. En efecto, la indemnización propuesta asigna un monto fijo idéntico para cada trabajador, fijo o interino, por años laborados, con un tope de 20 años, sin importar su salario, su preparación, su mérito, su rendimiento, las responsabilidades o riesgos, su cargo ni ninguna condición especial del trabajador. No existe parámetro objetivo o justificación alguna que explique el pago de cuatro millones por trabajador. Lo anterior contraviene la jurisprudencia de la Sala Constitucional sobre la correcta aplicación del principio de igualdad en materia de beneficios laborales:


“Un beneficio se convierte en privilegio cuando no encuentra 
una justificación que razonablemente lo ampare. El principio de 
igualdad jurídica determina un tratamiento jurídico igual para 
quienes 
se encuentran en igualdad de situación y un tratamiento 
desigual para 
quienes se encuentren en situaciones diferentes. La diferencia de 
situación puede ser real, o bien, determinada por la ley, en cuyo 
caso tal determinación está sujeta al principio de 
razonabilidad para ser 
válida: la diferencia debe ser razonable.  Caso contrario, se incurre en

 una discriminación odiosa por irrazonable, y como tal creadora de 
una situación que no se
conforma con el principio del artículo 33 
constitucional.”(Voto N° 
2006-6347. El resaltado no es del original)

De las condiciones de pago establecidas en el artículo 125 de la norma cuestionada, tenemos que un misceláneo que tenga veinte años de laborar en JAPDEVA y un profesional que tenga el mismo tiempo, tendrán derecho a recibir la misma indemnización, o sea, cuatro millones de colones por año, hasta un total de ochenta millones de colones, independientemente de las responsabilidades y obligaciones que el cargo que desempeñen les exija. Igual pago se aplicará a un trabajador que haya tenido un excelente desempeño en sus funciones, que a uno que no lo ha tenido. 

No encontramos en la norma impugnada  una razón objetiva que justifique pagar una indemnización igual a todos los trabajadores de JAPDEVA, por año laborado, sin considerar la función que ejercen en la institución ni las responsabilidades o los riesgos que el cargo implica, o los méritos y la calificación personal de cada trabajador, lo cual es contrario al principio de igualdad, en el tanto pretende tratar como iguales a quienes se encuentran en situaciones diferentes. En varios casos precedentes la Sala Constitucional ha anulado normas de convenciones colectivas que otorgaban beneficios de general a todos los trabajadores de una institución sin ninguna valoración de las condiciones particulares ni reconocimiento del mérito personal de cada trabajador. Por ejemplo:

“Esta Sala no cuestiona que la Compañía Nacional de Fuerza y Luz, o cualquier otro ente de la Administración Pública, pueda reconocer determinados incentivos o beneficios a sus trabajadores. Lo anterior puede constituir una medida idónea para remunerar una exigencia especial del puesto de trabajo, que implique determinadas calificaciones profesionales o habilidades a quienes lo desempeñen, o bien para compensar un riesgo particular que caracteriza el desempeño de tales funciones, sea un riesgo material (por ejemplo, labores físicamente peligrosas) o uno de carácter legal (por ejemplo, trabajo susceptible de generar responsabilidad civil). Un beneficio, en cambio, se convierte en privilegio cuando no encuentra una justificación que razonablemente lo ampare. El principio de igualdad jurídica determina un tratamiento igual para quienes se encuentren en situaciones semejantes y un tratamiento desigual para quienes estén en situaciones diferentes. La diferencia de situación puede ser real, o bien, determinada por la ley, en cuyo caso tal determinación está sujeta al principio de razonabilidad para ser válida: la diferencia debe ser razonable. Caso contrario, se puede incurrir en una discriminación odiosa por irrazonable, y como tal creadora de una situación que no se conforma con el principio establecido en el artículo 33 constitucional.

(…)

En el ámbito de la relación de servicio, podría considerarse válido que el Estado o la Administración reconocieran a sus trabajadores en forma excepcional e individual, desde un punto de vista económico los denominados pluses como forma de incentivo, pero ello en el tanto se trate de un reconocimiento por una conducta personal que supere el debido cumplimiento de la prestación de trabajo. Cuando ese reconocimiento es general, y no tiene relación alguna con la mayor o mejor prestación del servicio, se podría estar en presencia de un privilegio, que como tal no puede encontrar sustento constitucional. ” (Voto N° 2006-6728.  El destacado no es del original)

Por las razones anteriores, el pago abusivo contenido en las normas impugnadas a la vez que se convierte en un privilegio y una discriminación odiosa por irrazonable, reafirma el argumento de que no estamos ante un pago por indemnización, pues al pagarle a todos igual, sin diferenciación en cuanto a las condiciones particulares de cada trabajador, se estaría dejando de indemnizar a algunos o indemnizando de más a otros, pues al ser la indemnización una compensación por un daño causado no pueden ser compensadas de igual forma personas con condiciones laborales diferentes entre si. En un sentido similar, la Sala Constitucional, en sentencia N° 2006-17746, indicó:

“Esta disposición es sin duda inconstitucional, pues propicia el trato idéntico para funcionarios en situaciones muy distintas, perjudicando ilegítimamente a aquellos que se encuentran mejor calificados profesionalmente. De hecho, los sistemas de escalas salariales basadas en el cumplimiento de requisitos académicos, experiencia, habilidades especiales, etc. buscan favorecer en su remuneración a aquellos funcionarios mejor calificados, sea por haber efectuado estudios superiores, sea por haber adquirido valiosa experiencia mediante la actividad académica o profesional. Por ello, conceder a quienes ostentan el título de bachiller universitario las mismas condiciones que a los licenciados en las mismas especialidades, en lo atinente a salario base, reajustes anuales, carrera profesional, dedicación exclusiva, etc. elimina el elemento incentivador y retribuidor propio de las escalas salariales, aparte que deja sin razón de ser rubros diferenciados como la carrera profesional, los montos por dedicación exclusiva, etc. que precisamente parten del reconocimiento disímil del grado académico y experiencia de los funcionarios.” (Énfasis agregado)

Es claro entonces, que el pago extra, llamado indemnizatorio, violenta el principio de igualdad, al pagarles a todos los empleados un monto idéntico por cada año laborado sin tomar en cuenta la calificación salarial ni las demás condiciones particulares de cada funcionario.

2.- El pago abusivo y las demás condiciones contenidas en las normas impugnadas también constituyen un trato discriminatorio en perjuicio del resto de trabajadores del país. Las normas impugnadas no solo lesionan el principio de igualdad al establecer un trato discriminatorio entre los mismos trabajadores de JAPDEVA. También imponen un trato discriminatorio en relación con los demás trabajadores del país, que no cuentan con un pago millonario adicional al auxilio de cesantía como el establecido en las disposiciones cuestionadas. Este pago abusivo, además, se terminará cargando a las tarifas de los servicios públicos portuarios, que pagará la población en general.

En el voto N° 2006-6727, la Sala Constitucional analizó la constitucionalidad de las normas de la convención colectiva de la Junta de Protección Social que autorizaban al pago de una indemnización por auxilio de cesantía por un monto superior al tope de los veinte años. En esa oportunidad la Procuraduría General de la República se había pronunciado a favor de la constitucionalidad de las disposiciones de la convención colectiva que autorizaban el pago de una indemnización superior a 20 años en casos calificados como “reducción forzosa de servicios para conseguir una más eficaz y económica reorganización de los mismos, siempre que esta reorganización afecte por lo menos al sesenta por ciento de los empleados de la respectiva dependencia”. 

No obstante, nuestro Tribunal Constitucional concluyó que esas disposiciones eran inconstitucionales porque implicaban un trato discriminatorio respecto a otros sectores de trabajadores. Dijo la Sala Constitucional: 

“A juicio de esta Sala, es irrazonable diferenciar entre los empleados de la Junta de Protección Social de San José y los del resto del sector público, a efecto de contemplar a favor de los primeros, reglas de indemnización por despido injustificado mejores que las de otros sectores.” (Énfasis agregado)

En el caso que motiva la presente acción nos encontramos ante una situación similar. Las normas impugnadas establecen un pago adicional que excede por mucho los topes máximos de indemnización por terminación de la relación laboral reconocidos como razonables para el resto de trabajadores del sector público y de otros sectores. Además, se trata de un pago millonario, que a diferencia de cualquier otro sector de trabajadores, se pretende aplicar de forma general, sin considerar las condiciones particulares de mérito, rendimiento o responsabilidades de cada trabajador, lo cual evidentemente, según los parámetros de la jurisprudencia transcrita, implica un trato “privilegiado” carente de razón objetiva que lo justifique. Por ende, totalmente discriminatorio.    

A su vez, el principio de igualdad igualmente resulta lesionado con lo establecido en el artículo 130 de la convención colectiva de JAPDEVA, el cual establece la obligación de la institución y del eventual concesionario de recontratar a un quince (15%) y un veinticinco por ciento (25%) respectivamente de los trabajadores que recibieron el pago millonario, para un total de cuarenta por ciento (40%) de trabajadores que recibirían dicho pago y serían recontratados, quedando expresamente eximidos de devolverlo. 

Cualquier institución pública puede recontratar a los trabajadores que ha despedido, pero la recontratación es voluntaria e implica la obligación de devolver la indemnización recibida. En el caso de las normas impugnadas resulta evidente que se establece un trato absolutamente privilegiado para un grupo de trabajadores, por cuanto se obliga a la Administración a recontratar sin exigir la devolución del pago millonario, mientras el resto de trabajadores del sector público no tienen la posibilidad de ser recontratados sin devolver las indemnizaciones que hayan sido canceladas por motivo de su cese laboral.

III.- VIOLACIÓN DE LOS PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES DE  RAZONABILIDAD Y PROPORCIONALIDAD, EN RELACIÓN CON EL USO INDEBIDO DE FONDOS PÚBLICOS Y LA AFECTACIÓN A LOS DERECHOS DE LOS USUARIOS DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS. El principio de razonabilidad constituye un parámetro fundamental de constitucionalidad, tal y como ha indicado la Sala Constitucional:

“V.- DEL PRINCIPIO DE RAZONABILIDAD COMO PARÁMETRO CONSTITUCIONAL. La jurisprudencia constitucional ha sido clara y conteste en considerar que el principio de razonabilidad constituye un parámetro de constitucionalidad. (…) Para realizar el juicio de razonabilidad la doctrina estadounidense invita a examinar, en primer término, la llamada “razonabilidad técnica” dentro de la que se examina la norma en concreto (ley, reglamento, etc). Una vez establecido que la norma elegida es la adecuada para regular determinada materia, habrá que examinar si hay proporcionalidad entre el medio escogido y el fin buscado. Superado el criterio de “razonabilidad técnica” hay que analizar la “razonabilidad jurídica”. Para lo cual esta doctrina propone examinar: a) la razonabilidad ponderativa, que es un tipo de valoración jurídica a la que se concurre cuando ante la existencia de un determinado antecedente (ej. ingreso) se exige una determinada prestación (ej. tributo), debiendo en este supuesto establecerse si la misma es equivalente o proporcionada; b) la razonabilidad de igualdad es el tipo de valoración jurídica que parte de que ante iguales antecedentes deben haber iguales consecuencias, sin excepciones arbitrarias; c) razonabilidad en el fin, en este punto se valora si el objetivo a alcanzar, no ofende los fines previstos por el legislador con su aprobación. Desde este mismo análisis, no basta con afirmar que un medio sea razonablemente adecuado a un fin; es necesario, además, verificar la índole y el tamaño de la limitación que por ese medio debe soportar un derecho personal. De esta manera, si al mismo fin se puede llegar buscando otro medio que produzca una limitación menos gravosa a los derechos personales, el medio escogido es razonable...” (Véase Voto Nº 0732-2001 de la Sala Constitucional)
Asimismo, se ha sostenido que los componentes básicos de la razonabilidad son la legitimidad, la idoneidad, la necesidad y la proporcionalidad en sentido estricto:

“(…) La legitimidad se refiere al que el objetivo pretendido con el acto o disposición impugnado, no debe estar al menos legalmente prohibido. La idoneidad indica que la medida estatal cuestionada debe ser apta para alcanzar efectivamente el objetivo pretendido. La necesidad significa que entre varias medidas igualmente aptas para alcanzar el objetivo, debe la autoridad competente elegir aquella que afecte lo menos posible la esfera jurídica de la persona. La proporcionalidad en sentido estricto dispone que aparte de que la norma se apta y necesaria, lo ordenado por ella no debe estar fuera de proporción con respecto al objetivo pretendido, es decir, no le sea “inexigible” al individuo…”  (Resolución Nº 3933-98 Sala Constitucional).

En ese sentido, cualquier disposición normativa que establezca beneficios adicionales y desmedidos para un determinado grupo sin una razón ni una adecuada justificación, afectando fondos públicos o la prestación de servicios públicos y los derechos sus usuarios, violenta los principios de razonabilidad y proporcionalidad, por cuanto se otorgan sin que existan criterios objetivos y razonables que los justifiquen. Precisamente esto es lo que ocurre en el presente caso.

1.- Ausencia de una razón objetiva que justifique el pago millonario contenido en las normas impugnadas. El artículo 124 de la convención colectiva de JAPDEVA establece que “JAPDEVA reconocerá una indemnización complementaria a todos los trabajadores de la institución, fijos, interinos o suplentes, por el desarraigo de la convención colectiva, de hecho o de derecho”. Según el numeral 125 esta pretendida “indemnización complementaria” consistiría en cuatro millones de colones por año completo laborado en JAPDEVA, hasta un máximo de 20 años para cada trabajador fijo o interino (además del pago de hasta 20 años de auxilio de cesantía); y en un millón  de colones por cada año laborado en JAPDEVA, para los trabajadores suplentes hasta un máximo de tres anualidades. 

En estas normas no se encuentra por ninguna parte una razón objetiva que determine el monto de cuatro millones anual, a pagar por año laborado a los trabajadores, fijos e interinos de JAPDEVA. Como ya explicamos, este pago millonario no se asigna en función del reconocimiento del mérito o la preparación de cada funcionario, los reciben todos por igual sin importar su rendimiento. Tampoco responde al puesto y a las responsabilidades que tengan (administrativos, técnicos, profesionales). Ni obedece a una necesidad de reconocer un riesgo laboral determinado. 

Como también ya demostramos el pago millonario no se justifica en la necesidad de resarcir los efectos de la terminación de la relación laboral, pues esa precisamente la justificación y la razón de ser del auxilio de cesantía. Sin embargo, nótese que este pago millonario en muchos casos superará el monto mensual que recibirían los trabajadores de JAPDEVA por auxilio de cesantía. En efecto esta prestación laboral se paga en función del salario mensual de los trabajadores cesados y muchos trabajadores de JAPDEVA no recibirían cuatro millones mensuales por concepto de cesantía. 

Por supuesto que el pago millonario cuestionado tampoco se justifica en derecho laboral alguno. No existe tal derecho laboral que legitime un pago igual o superior al monto de la cesantía con las mejores condiciones de la Administración Pública (veinte años) además del pago completo de aquella, por el solo hecho de la terminación de la relación laboral. Ningún otro trabajador del país, del sector público o privado tiene un derecho de estas características. 

Todo lo anterior nos hace volver sobre la misma pregunta ¿Cuál es la razón clara que justifica el pago extra indemnizatorio que se pretende en el capítulo XVII de la convención colectiva de JAPDEVA? La respuesta sigue brillando por su ausencia, lo que hace evidente la irrazonabilidad de esta medida.

En el pasado reciente la Sala Constitucional ha analizado otros casos de “pluses”, “complementos” o “beneficios salariales” que, en detrimento de fondos públicos y la prestación de los servicios públicos, se pretendían otorgar a un determinado grupo superponiéndolos a los derechos laborales reconocidos en la ley. Por ejemplo, analizó el caso de “bonos vacacionales” que se establecían en la convención colectiva de RECOPE y que se pagaban además de las vacaciones, concluyendo que se trataba de un pago doble carente de toda justificación razonable, por motivos similares a los del presente caso. En esa oportunidad dijo la Sala: 

“B) Violación de los principios de proporcionalidad y razonabilidad. La Sala no encuentra de recibo los argumentos de descargo del Presidente de la Refinadora, ni los del sindicato, que justifican la medida cuestionada. En efecto, con solo partir de tales argumentaciones, se cae en cuenta de que si la idea de las partes contratantes era la de desincentivar el trabajo a destajo durante las vacaciones, para evitar que los empleados desempeñaran actividades riesgosas estando en malas condiciones personales, no resulta racional ni razonable que la disposición impugnada les conceda el citado beneficio a todos los servidores de la empresa, puesto que es ilógico pensar que todos estos servidores tienen las mismas responsabilidades o laboran en las mismas condiciones de riesgo. (…) En este sentido, es necesario recordar que, si bien el propósito esencial de las vacaciones es el de permitirle al trabajador el compensar el desgaste de energía que naturalmente se produce después de largos períodos de actividad, por lo que, huelga decir, constituyen una necesidad biológica, social y moral del ser humano que ha sido reconocida y recogida en el artículo 59 de nuestra Constitución Política (con el carácter de vacaciones anuales pagadas), ello no significa que una institución como RECOPE, que emplea fondos públicos, pueda utilizar cualquier medio para alcanzar la misma finalidad. Lo anterior, dicho de otro modo, significa que aunque el referido ordinal constitucional establece claramente una obligación del patrono de otorgar a sus empleados el beneficio de las vacaciones con goce de salario, dicha obligación se agota al concederlas: la cuestión de cómo y dónde dispone el trabajador de ellas es su responsabilidad. Asimismo, si el trabajador hace un uso indebido del período de descanso, ello resulta ser un asunto de su exclusiva incumbencia que, no obstante, no lo exime de cumplir con la mayor eficiencia sus obligaciones una vez que se reintegre al trabajo. Ahora bien, tal eficiencia será una condición de su trabajo que –por otra parte- su patrono estará en plena capacidad de exigirle. En estas condiciones, el pactar y otorgar un beneficio en los términos del 'bono vacacional' que aquí nos ocupa, constituye, en esencia, un doble pago por el mismo rubro y, por ende, en el fondo lo que permite es un enriquecimiento ilícito de los trabajadores de la refinería.” (Voto N° 2000-7730)

En una resolución posterior, la Sala anuló un reglamento que pretendía establecer el mismo beneficio, esta vez para la clase gerencial de RECOPE. El razonamiento para hacerlo -en lo que interesa por se plenamente aplicable al caso que nos ocupa- fue el siguiente: “En efecto, es obvio que los ejecutivos de la refinería no realizan labores técnicas de gran peligrosidad. Por lo tanto, la naturaleza de las funciones de la clase gerencial no demandan que quienes las desempeñen deban permanecer en un estado de alerta absoluta, puesto que es clarísimo que si cometen un error por causa de la fatiga, éste no va a traducirse en un accidente que apareje la pérdida de vidas humanas (ello, sin mencionar que es difícil contemplar como servidores que devengan salarios de ejecutivos se vean empujados "por la necesidad" a conseguir empleo durante sus vacaciones). En otras palabras, este tipo de puestos simplemente no amerita que la empresa procure evitar el trabajo durante el período de vacaciones. Por consiguiente, el "plus vacacional" que les es concedido se manifiesta claramente como un beneficio que no tiene ninguna causa objetiva y que, por ende, constituye un enriquecimiento ilícito de su parte con los fondos públicos que le pertenecen al Estado Costarricense.” (Voto N° 2001-12953. Énfasis agregado)

Incluso en el caso específico de JAPDEVA, la Sala Constitucional ya se ha pronunciado sobre la inconstitucionalidad –por violar los principios de razonabilidad y proporcionalidad- otros pagos otorgados vía convención colectiva, sin una debida justificación:  

“En primer lugar, se desprende de la norma transcrita que la Convención Colectiva de JAPDEVA reconoce una serie de incentivos a favor de los trabajadores, que son financiados con el total de ingresos corrientes efectivos del año anterior una vez aplicadas varias deducciones. La norma establece que de dichos recursos el 40% será entregado en efectivo a cada trabajador, sin embargo, observa esta Sala que dicho rubro es otorgado sin que exista una contraprestación a favor de la institución, con lo cual es evidente que se trata de una liberalidad de la Administración que carece de fundamento objetivo y que en consecuencia deviene inconstitucional. En efecto, dicha norma establece una especie de donación de recursos públicos a favor del trabajador, sin que exista una conducta o cualidad de su parte que justifique dicho pago, sino que por el contrario por el simple hecho de formar parte de la institución es acreedor del beneficio. Lo anterior resulta irrazonable y desproporcionado pues JAPDEVA no recibe nada a cambio del pago de dicho rubro, motivo por el cual la cláusula descrita resulta inconstitucional.” (Voto N° 2006-6729. El resaltado no es del original)

2.- Inexistencia de adecuación entre las normas impugnadas y el necesario cumplimiento de un fin público. Los pagos millonarios que las normas impugnadas pretenden legitimar tampoco son necesarios ni idóneos para cumplir algún fin público. 

Como ya explicamos el fin público contenido en el artículo 63 de la Constitución Política (protección de los trabajadores frente al desempleo) ya se encuentra cubierto por el pago de las prestaciones de auxilio de cesantía, que, en el caso de JAPDEVA, alcanzan el tope máximo admitido como razonable por la Sala Constitucional. 

Tampoco encontramos que este pago abusivo y desproporcionado -del cual JAPDEVA se hace responsable y que afectará los derechos de los usuarios de los servicios públicos al trasladárseles vía tarifas- sea idóneo o necesario para satisfacer algún otro fin público, lo que claramente contraviene los parámetros de razonabilidad definidos por la Sala Constitucional. Por ejemplo:   

“RECOPE es una empresa pública que está a cargo de fondos públicos y por tanto, no puede sustraerse de los principios y valores de orden constitucional que tutelan el destino de tales fondos. Ello significa que el contenido de las negociaciones colectivas que se celebren en su seno debe tener una adecuación razonable y proporcionada con los fines previstos por el legislador para la empresa, todo de conformidad con el Derecho de la Constitución. En ese sentido, no es admisible que, como justamente lo señala el accionante –se pacten cualquiera y todos los beneficios para sus trabajadores, en detrimento del resto de los habitantes del país”. (Voto Nº 7730-2000)

“En este contexto, cabe repetir que, dada la naturaleza pública de la relación de servicios entre RECOPE y sus ejecutivos, esta norma debe llenar las siguientes exigencias: debe ser razonable y cumplir con las exigencias de legitimidad, idoneidad, necesidad y proporcionalidad en sentido estricto; debe cumplir con el Principio de Legalidad; debe conformarse al Principio de Juridicidad de la Administración; al "Principio de Regulación Mínima"; y también al "Principio de Interdicción de la Arbitrariedad" (recuérdese que RECOPE fue creada para satisfacer el interés general y funciona con fondos públicos, cuya administración debe estar sometida a un mínimo de regulación, capaz de asegurar el correcto y razonable empleo de los mismos, como ya se dijo). Ahora bien, lo anterior conduce ante todo a que, para ser razonable, cualquier gasto que la refinadora pretenda realizar –en el marco de una relación de Derecho Público– debe ser capaz de satisfacer un interés de orden institucional. De esta manera, no basta que la Junta Directiva de la Empresa tenga presuntamente la competencia para dictar el Reglamento aludido –lo cual la Sala menciona sin entrar a analizar cuáles son efectivamente las competencias de este órgano–, sino que además, de optar por crear un beneficio como el que nos ocupa, debe hacerlo atendiendo expresamente los principios del Derecho de la Constitución y del Derecho Administrativo a los que se ha hecho referencia anteriormente. Por ende, debe justificar plenamente cualquier medida que decida adoptar mediante una decisión que resulte impecable desde el punto de vista de la técnica jurídica.

(…)

Así las cosas, para ser razonable, la medida impugnada aquí debe tener otra justificación; en esencia, una "ratio" que le dé validez y le preste legitimidad. Pero entonces, ¿cúal es esa "ratio"? La verdad es que, una vez analizados los alegatos de las partes, este Tribunal sencillamente no encuentra ninguna razón que justifique el conceder este beneficio a los ejecutivos de RECOPE, de tal manera que el artículo 13 impugnado resulta inconstitucional por arbitrario.” (Voto N° 2001-12953. Énfasis agregado)

En el caso que nos ocupa, el pago millonario tampoco se encuentra condicionado a mejoras en el rendimiento de los trabajadores beneficiados. Está totalmente ausente una causa legítima que justifique una prestación adicional multimillonaria como la contenida en las normas impugnadas, vinculando esa prestación con algún beneficio tangible y concreto para la colectividad. Por el contrario, los usuarios de los servicios públicos que hoy presta JAPDEVA deberán soportar que este pago millonario sea cargado a las tarifas de los servicios portuarios. Al respecto ha dicho nuestro Tribunal Constitucional: “Cuando ese reconocimiento es general, y no tiene relación alguna con la mayor o mejor prestación del servicio, se podría estar en presencia de un privilegio, que como tal no puede encontrar sustento constitucional.(…) De cualquier modo, todos estos argumentos no conducirían a la inconstitucionalidad de la norma impugnada, si con ella se estableciera una retribución correlativa a cualquiera de los factores que se mencionó, es decir, a una especificidad del servicio que legitime el otorgamiento de una prestación adicional. Por el contrario, la norma impugnada establece un “beneficio” carente de causa legítima, lo que implica una liberalidad absolutamente inaceptable en una institución pública, que aunque constituida bajo la forma de una empresa mercantil, lleva a cabo un servicio público esencial y maneja fondos pertenecientes a la Hacienda Pública. La gestión de estos fondos debe sujetarse a los principios de legalidad, austeridad y razonabilidad en el gasto público, lo que impone una prohibición de derrochar o administrar tales recursos como si se tratase de fondos privados, aún tratándose de la empresa pública.” (Voto Nº 2006-6728. Énfasis agregado)

3.- Irrazonabilidad de la obligación de recontratar al cuarenta por ciento (40%) de los trabajadores que han recibido el millonario “pago complementario”, sin obligación alguna de devolver dicho pago. La falta de razonabilidad de las normas impugnadas se hace todavía más evidente al analizar la obligación que en el artículo 130 (párrafo primero y segundo) se impone a  JAPDEVA, así como al futuro concesionario, de recontratar un alto porcentaje del personal que sería liquidado e indemnizado. 

De acuerdo con estas normas JAPDEVA queda obligada a recontratar directamente al menos un quince por ciento (15%), exceptuando al personal de estiba y desestiba. A su vez, asume la obligación de establecer en el respectivo cartel de licitación que un eventual concesionario o gestor asumirá la obligación de recontratar al menos un veinticinco por ciento (25%) de los trabajadores que recibieron el pago millonario. Es decir, como mínimo un cuarenta por ciento (40%) de los trabajadores beneficiados con el pago abusivo contenido en las normas impugnadas volverían a ser contratados, al poco tiempo de haber recibido la indemnización.

En primer lugar, debe indicarse que se trata de una obligación totalmente irrazonable y arbitraria, que afecta el buen funcionamiento de JAPDEVA y sus finanzas, pues se le impone una obligación de recontratar una cantidad fija de personal que acaba de cesar, sin que medie ningún estudio técnico y de factibilidad que determine que la institución realmente necesita ese personal para hacer frente su nueva situación. Aunque JAPDEVA no necesite realizar estas contrataciones para cumplir los fines que le fueron asignadas o no cuente con condiciones y recursos para hacerles, se le impone la obligación de efectuarlas. Por esta vía las contrataciones se convierten en un fin en si mismo y no en un medio para cumplir los fines públicos asignados a dicha institución.

Sobre los riesgos y contradicciones que implica una obligación de recontratación genérica y abierta como la contenida en la norma impugnada, que no se limita a casos concretos excepcionales y debidamente calificados y justificados, ya se había pronunciado la Asamblea de Procuradores de la Procuraduría General de la República en el Dictamen C-237-2008 del 10 de julio del 2008, en los siguientes términos: 

“No obstante, es preciso advertir, que ello no puede significar, en modo alguno, una carta abierta al INCOP para que recontrate al personal que recibió dicha indemnización, pues ello conduciría a desconocer el fin perseguido por la norma convencional. En efecto, no tendría sentido que la Administración decida, a través de una modificación a la Convención Colectiva, otorgar una “indemnización complementaria” por el cese de la relación laboral, y que proceda, posteriormente, a recontratar a ese mismo personal, porque sería contradictoria en su actuación. Con esa recontratación se produciría un fin contrario al de la norma convencional, con el agravante de que la Administración habría erogado una suma importante; erogación que no satisface el interés público. 

Luego, el INCOP debe valorar muy cuidadosamente los casos de excepción en los cuales se puede recontratar a un trabajador que se encuentre en ese supuesto, precisamente porque a partir de lo indicado por la Asamblea de Procuradores, no existe obligación del trabajador de hacer la devolución de esa suma de dinero. Por lo tanto,  las recontrataciones podrán hacerse únicamente en casos muy calificados, y como todo acto administrativo, deberán estar debidamente motivadas y justificadas.” (Énfasis agregado)    

Pero además, estas obligaciones arbitrarias refuerzan la abundante evidencia de este pago millonario carece de una justificación razonable. Ni siquiera se puede justificar en la terminación de la relación laboral, cuando de forma inmediata se estaría volviendo a contratar a una buena parte de quienes recibirán dicho pago. Si al final de cuentas, un 40 % de la planilla de JAPDEVA deberá ser recontratado entre la institución y el concesionario o gestor, con mucho menos motivo se encuentra una razón objetiva que justifique una indemnización que puede llegar a ser de ochenta millones de colones, en algunos casos, por trabajador, además del pago de cesantía, cuyo tope se amplía hasta 20 años, según lo dispuesto en el artículo 61 de la convención colectiva. 

El abuso con las finanzas públicas y los derechos de los usuarios que pagan las tarifas de los servicios portuarios es todavía más notorio cuando consideramos que el artículo 127 de la convención colectiva establece que el personal que ha recibido el pago millonario podrá ser recontratado por la misma institución, por el concesionario privado o bien, por cualquier otra del sector público, pero en ese caso no tendrá que devolver suma alguna que haya recibido por concepto de la “indemnización complementaria” contenida en las normas impugnadas.

El sinsentido de esta abusiva disposición es mayúsculo. Pero su lado positivo es que termina de desnudar que estamos ante un pago irrazonable, carente por completo de una justificación objetiva.

En el caso de las prestaciones obtenidas mediante la indemnización por auxilio de  cesantía nuestra legislación es clara en disponer que los trabajadores tendrán que devolver lo obtenido para volver a ser recontratados por el mismo patrono (artículo 586, inciso b del Código de Trabajo) Sin embargo en el caso del pago millonario contemplado en las normas impugnadas se estaría rompiendo este principio, pues  el artículo 127 del capítulo XVII dispone que los trabajadores recontratados no tendrán obligación de devolver suma alguna del pago recibido.  

Evidentemente estamos ante una medida abusiva y discriminatoria contra la gran mayoría de trabajadores del país que no tienen el privilegio de recibir este pago millonario y que sí están obligados a reintegrar las sumas recibidas como indemnización por la terminación de su relación laboral sin justa causa, ya sea que dicha terminación se haya debido a una reestructuración de la institución o a cualquier otro motivo. Pero, al mismo tiempo, esta medida reitera una vez más que las normas impugnadas son totalmente ayunas de justificación razonable. 

De acuerdo con el artículo 127 los pagos millonarios de hasta ochenta millones de colones no tendrían que devolverse porque, según la norma cuestionada, serían “independientes de las prestaciones legales canceladas”. Pero, si son independientes ¿Cuál sería su justificación especial si estos pagos se originan en la terminación de la relación laboral, en el mismo hecho que motiva el pago de auxilio de cesantía? No la tienen. No existe tal justificación. Se trata de pagos abusivos e irrazonables, desproporcionados.   

IV.- VIOLACIÓN DE LOS PRINCIPIOS DE IGUALDAD TRIBUTARIA, RESERVA DE LEY EN MATERIA TRIBUTARIA Y OBLIGACIÓN DE CONTRIBUIR SOLIDARIAMENTE CON LAS CARGAS PÚBLICAS (ARTÍCULOS 18, 33 Y 121 INCISO 13) El artículo 130 de la convención colectiva de JAPDEVA establece en su párrafo sexto que esa institución se compromete a realizar el pago millonario establecido en el Capítulo XVII “libre de cualquier tipo de impuesto”. Además el párrafo quinto le impone a JAPDEVA el deber de establecer una obligación idéntica para un eventual concesionario de los servicios portuarios de Limón y Moín, mediante el respectivo cartel de licitación. Es decir, el eventual concesionario también quedaría obligado a pagar la millonaria “indemnización complementaria” de forma “libre de cualquier tipo de impuesto”.

Es importante recordar que por disposición expresa de la ley el auxilio de cesantía ya se encuentra exonerado de impuestos por tratarse de una prestación de gran importancia social. Sin embargo, la abusiva pretensión de la norma citada en el párrafo anterior es que el pago millonario, que se pretende realizar a través de las cláusulas convencionales impugnadas en esta acción, también quede exonerado de cualquier tipo de tributo. 

Por esta vía, un grupo de ciudadanos recibiría un jugoso ingreso extraordinario, un pago millonario que, en muchos casos, alcanzaría los ochenta millones de colones además de las prestaciones de ley. Pero por disposición de la convención colectiva se pretende obligar a la Administración Pública a eximir dicho ingreso millonario de toda obligación tributaria, con el agravante de que el artículo 124 hace responsable a JAPDEVA sedenos po abusivo e irrazonable, pesproporcionado.e cesantjustificaciayorestarrente por completo de una justificacivepor cualquier incumplimiento de las obligaciones asumidas en el capítulo en cuestión.

Evidentemente, nos encontramos ante un grosero intento de lesionar las finanzas públicas, exonerando rentas cuantiosas de la obligación constitucional de contribuir con las cargas públicas que tiene todo ciudadano, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 18 de la Carta Magna. 

Por supuesto que también se trata de una cláusula que violenta el principio constitucional de reserva de ley en materia tributaria derivado del numeral 121, inciso 13) de la Constitución Política, pues solo la ley dictada por la Asamblea Legislativa puede establecer impuestos o afectar los existentes. Mediante una convención colectiva no se puede imponer una exoneración del impuesto sobre la renta ni algún otro impuesto nacional. 

Pero, sobretodo, lo establecido en el artículo 130 (párrafos quinto y sexto) de la normativa impugnada violenta los principios constitucionales de equidad, justicia e igualdad tributaria (artículo 33 de la Constitución Política, en relación con los numerales 18 y 121 inciso 13) Según estos principios, la obligación de contribuir con las finanzas públicas debe ser proporcional a los ingresos de cada persona, de manera que quién más ganancias tenga más contribuya. No obstante, con las normas cuestionadas, se pretende lo contrario, establecer una discriminación odiosa a favor de un pequeño grupo. Un trato privilegiado del que no goza ningún otro ciudadano del país, pues cualquier ciudadano que reciba un ingreso extraordinario de ochenta millones de colones –además de sus prestaciones legales-, deberá pagar impuesto de la renta con base en ese millonario ingreso. 

Se violenta así el principio de igualdad tributaria, estableciendo la responsabilidad de JAPDEVA de garantizar una exoneración injustificada y abusiva en perjuicio de un grupo que ha recibido ingresos millonarios, en detrimento de las finanzas públicas y del resto de ciudadanos del país que sí deben tributar en función de sus ingresos reales.     

IV.- PETITORIA

Con base en el fundamento de derecho expuesto, solicitamos que en sentencia se resuelva lo siguiente: 

1.- Se le de curso a la presente acción, de conformidad con los artículos 73 a 79, siguientes y concordantes de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, confiriendo las audiencias y trámites correspondientes a la Procuraduría General de la República para lo de su cargo. 

2.- Con base en lo dispuesto en el artículo 41 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se suspendan los efectos de las normas impugnadas. 

3.- Se convoque a las partes a una audiencia oral y pública según lo estipulado en los artículos 10 y 85 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional.  

4.- Se declare la inconstitucionalidad de los artículos 124, 125, 126, 127, 128, 129, 130 y 133 del Capítulo XVII de la Convención Colectiva de la Junta de Administración Portuaria y de Desarrollo Económico de la Vertiente Atlántica (JAPDEVA), suscrita el 27 de abril de 2010 y homologada por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social el 1 de junio de este mismo año. Lo anterior, debido a que las normas impugnadas constituyen un uso indebido de fondos públicos y afectan la prestación de los servicios públicos portuarios, así como los derechos de los usuarios que pagan las tarifas dichos servicios. Además, violentan el principio de igualdad, los principios constitucionales de razonabilidad y proporcionalidad, los principios de reserva de ley e igualdad en materia tributaria. En consecuencia, se solicita la anulación de dichas normas del ordenamiento jurídico costarricense. 

V. NOTIFICACIONES

Se recibirán notificaciones en la oficina de José María Villalta Florez-Estrada, ubicada en la Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica, Edificio Sión, o al fax número 2243-2830, rotulado a nombre del despacho del Diputado José María Villalta Florez-Estrada.

Ruego resolver de conformidad.

San José, 14 de junio de 2010.

José María Villalta Florez-Estrada





Cédula Nº 1-977-645

Diputado
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